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Jorge Patrone y Mónica Travieso. 


INVITADOS: Doctor Sergio Reyes y contador Rodolfo Boragno. 


SEÑOR PRESIDENTE (Brenta).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Agradecemos la presencia del doctor Sergio Reyes y del contador Rodolfo Boragno, de la Comisión 
Honoraria del Cooperativismo, a quienes convocamos a los efectos de que colaboraran con esta Comisión en 
el tratamiento de cuatro artículos que habían quedado para analizar en esta sesión, luego de lo cual estaríamos 
culminando con el Capítulo V del proyecto de ley, denominado Régimen Económico. Estos artículos son el 
78, el 79, el 82 y el 84. 


SEÑOR REYES.- Agradecemos la participación que se nos da en esta Comisión. Volvemos a destacar 
que es una forma de trabajo que nos parece muy interesante. En la medida de lo posible, trataremos de 
realizar algún aporte, procurando esclarecer estos artículos. 


El artículo 78 refiere al derecho de reintegro, es decir, a qué ocurre cuando un socio se retira de la 
cooperativa, sea por renuncia, por exclusión o por fallecimiento. En ese caso, como está previsto en la 
legislación vigente -y como es lógico-, le corresponde a la persona que se le reembolse lo que ha aportado. 
Corresponde que la cuota parte del capital social que la persona ha aportado le sea reintegrada. De la misma 
manera, en la medida en que el proyecto de ley incluye -en artículos posteriores- la posibilidad de que los 
aportes al capital social hayan sido reajustados, también se prevé la obligación de que esos reajustes sean 
incorporados al momento del reembolso. En línea generales, esto es lo que prevé el artículo 78. 


En el comparativo que tiene la Comisión aparece una propuesta del proyecto original, unos comentarios del 
escribano Jorge Machado de la Asociación de Escribanos del Uruguay, una propuesta de la Comisión 


Honoraria, otra de CUDECOOP y, finalmente, la de la Auditoría Interna de la Nación. La propuesta de la 
Comisión Honoraria procuró, fundamentalmente, esclarecer los conceptos contenidos en el proyecto original 
y agregar otros que, a nuestro juicio, estaban ausentes. 


Básicamente, lo que le corresponde a un socio cuando se retira, cuando renuncia o a sus sucesores cuando 
fallece, es el capital social, es decir, los aportes que la persona ha realizado, con los reajustes pertinentes 
establecidos en el Estatuto. También es cierto que los resultados acumulados, que es una cuenta patrimonial 
indican, al momento en que la persona se va, si ha habido resultados positivos o negativos en los últimos 
ejercicios, de acuerdo con la política que haya seguido la cooperativa y si se ha capitalizado o no. Lo cierto es 
que al momento en que la persona se retira pueden existir resultados acumulados que pueden ser positivos o 
negativos. Entonces, el planteo que se realizó desde la Comisión Honoraria es que esta cuenta de carácter 
patrimonial no puede ser ignorada al momento del reembolso de las partes sociales, sino que debe ser tenida 
en cuenta. Si hay resultados positivos a la persona le corresponderá una cuota parte de ellos en forma 
proporcional a su capital; si hay resultados negativos, le serán deducidos de la cuota parte correspondiente. 
Básicamente, ese es el concepto principal que se introduce en esta propuesta, sin perjuicio de que se hace la 
salvedad de que a todo lo que a la persona le corresponde, a todo aquello sobre lo que tiene crédito -el capital 
social, los reajustes con la correspondiente incidencia de los resultados- le deberán ser deducidas las deudas 
que tenga al momento de retirarse. 


La propuesta de la Auditoría Interna de la Nación -sobre la que el contador Boragno dará una explicación 
más técnica- carece de este elemento referente a que necesariamente deben ser considerados los resultados 
acumulados. Si se aprobara la propuesta de la Auditoría Interna de la Nación, el socio saliente sólo estará a su 
capital ajustado y no se hará cargo de las pérdidas acumuladas, lo cual no nos parece equitativo. En líneas 
generales esta es la explicación primaria acerca de la propuesta sobre el artículo 78 de la Comisión Honoraria 
del Cooperativismo. 


SEÑOR PATRONE.- Creo que el contador Boragno podrá ilustrarnos también sobre temas que hemos 
visto en sesiones anteriores y deben complementarse. Me refiero, en particular, el tema de las acciones 
con interés. 


En su momento, la Auditoría Interna de la Nación estimaba inconveniente que el sistema cooperativo pudiera 
emitirlas. La pregunta es si el contador nos puede ilustrar. En el caso que determinada modalidad de 
cooperativa pueda emitir acciones con interés, teniendo en cuenta lo que se ha aprobado en la Cámara de 
Diputados con relación a la reforma tributaria, ¿estarían en una situación de preferencia con relación a los 
operadores del mercado que tengan esa posibilidad? 


Quisiera saber si es así para despejar algunas dudas. Se supone que esta ley general de cooperativas tiene que 
imbricarse con la reforma tributaria. Estamos tratando de definir un sistema genuino de cooperativismo, de 
manera tal que no existan, a posteriori de la aprobación de este proyecto, colisiones con lo que ya se aprobó 
de la reforma tributaria. 


SEÑOR BORAGNO.- Voy a contestar primero las preguntas que formuló el señor Diputado Patrone. 


En primer lugar, la Comisión había entendido pertinente manejar el concepto de acciones con interés, que se 
recoge ya en la Ley N* 10.761 y su decreto reglamentario, como un instrumento de capitalización; sin 
embargo, la Auditoría Interna de la Nación lo retira como instrumento de capitalización, no le da naturaleza 
patrimonial a esa partida. Supongo -porque no se explica el por qué del retiro del concepto de acciones con 
interés de las propuestas de la AIN- que será porque las considera pasivo y no patrimonio. Una empresa - 
cooperativa o no- puede tomar dinero como capital de riesgo o puede tomar dinero a préstamo, asegurando el 
retorno o el reintegro de los intereses correspondientes. Aparentemente, entre los recursos que las 
cooperativas pueden tomar para aumentar su patrimonio la AIN no considera las acciones con interés, aunque 
no cuestionó otros instrumentos. De manera que, en primer lugar, corresponde una diferenciación en la 
naturaleza de la partida o el rubro acciones con interés. 


En segundo término, en cuanto a la pregunta sobre el efecto tributario de esa partida en una cooperativa o en 
una empresa cualquiera, va a ser diferente si es patrimonio o es un pasivo. Si es un pasivo, obviamente, va a 
tener que ser tomado como un pasivo admitido fiscalmente y, por lo tanto, deducible de los activos, y sus 


costos -es decir, los intereses- deducido del Impuesto a la Renta, como tradicionalmente ha ocurrido. Si son 
patrimonio, es diferente, porque las acciones con interés pueden ser gravadas desde el punto de vista 
patrimonial. También lo serán los otros recursos patrimoniales con que cuente la cooperativa. En definitiva, 
según sea considerada la naturaleza de la partida, el tratamiento tributario será diferente. No creo que sea 
distinto el tratamiento tributario para una cooperativa y para una empresa privada, porque la exoneración, en 
tal caso, estaría dada por la naturaleza jurídica de la empresa y no por la naturaleza contable o jurídica de la 
partida en sí misma. 


En cuanto a la ampliación de lo expuesto por el doctor Reyes, diré lo siguiente. 


Dado que no tenemos una explicación de la redacción que la AIN dio al artículo 78, nos pareció necesario 
precisar más los términos en que estaba redactado este artículo, en particular, porque se trata de un derecho 
de devolución de capital -que es un derecho justo en toda sociedad y, especialmente, en las cooperativas. A su 
vez, ese derecho tiene que estar bien precisado, a los efectos de que no se genere una pérdida o una ganancia 
no justa con relación al resto de los integrantes de la cooperativa. Si en el proceso de ajuste de los estados 
contables tenemos que actualizar todas las partidas de activos, de pasivos e, inclusive, las de patrimonio, 
vamos a encontrar que si ajustamos las partidas de patrimonio de capital social, tal como corresponde de 
acuerdo con el concepto de ajuste integral -que es una metodología de ajuste de los balances-, generalmente, 
en un proceso inflacionario creciente, el capital social representado por las partes sociales se incrementa 
sustancialmente. Piensen en cooperativas en las que los asociados tienen diez, quince, veinte o treinta años de 
afiliados y durante todo ese tiempo han ido aportando, cuota tras cuota, para formar un capital que hoy podrá 
estar desvalorizado desde el punto de vista nominal, pero si le aplicamos el concepto del ajuste por inflación, 
esas cuotas se van a ir sumando y recapitalizando hasta alcanzar cifras muy importantes. 


Conjuntamente con el ajuste de las partes sociales, como de los activos y de los pasivos, también hay una 
cuenta en los ajustes de los balances, que se llama resultado por desvalorización monetaria y además, los 
resultados propios de la gestión. Obviamente esa cuenta de resultados por desvalorización monetaria va 
acumulando todos los ajustes positivos y negativos de las demás cuentas de activo y pasivo y de patrimonio. 
Es allí donde, evidentemente, se puede producir el hecho de que las cuentas patrimoniales crezcan mucho por 
actualización de sus valores y, como contrapartida, haya una cuenta de pérdida por desvalorización 
monetaria, que asume la cooperativa en su conjunto. Entonces, ¿qué sucedería si hoy un socio se retira de la 
cooperativa llevándose solamente el valor actualizado de sus partes sociales, sin considerar el resto del 
patrimonio que es el que, en definitiva, resume la diferencia de activos y pasivos de una empresa? Por 
ejemplo, si tengo un activo de cien y un pasivo de sesenta, tengo un patrimonio de cuarenta. Dentro de ese 
patrimonio, si tengo un capital de diez, tendría derecho a retirar diez; pero si dentro de ese patrimonio hay 
pérdidas acumuladas, tendría que restarle las que corresponden en proporción. De lo contrario, estaríamos 
desbalanceando la situación en favor de un socio que se retira y los socios restantes se quedarían con las 
pérdidas. No sé si he sido gráfico con estos números; a veces estos temas son bastante áridos. Lo cierto es 
que la redacción que pretendió darle la Comisión Honoraria a este artículo busca la mayor justeza posible en 
la determinación de los valores de los retiros de los socios a los que tienen derecho al procesarse el egreso de 
la cooperativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Conceptualmente, queda claro que el socio al retirarse -por la razón que sea- 
debe llevarse la parte social en función de cómo haya evolucionado en el tiempo, con sus pérdidas y sus 
ganancias. Me parece que esa es la síntesis de lo que ustedes dicen. Cuando la Auditoría dice "(...) en 
función de un ajuste integral (...)", ¿se refiere al ajuste por inflación? 


SEÑOR BORAGNO.- El ajuste integral en la jerga contable, generalmente es un ajuste por inflación 
que se remite a unas normas de carácter técnico y a procedimientos y métodos de ajuste de cada una de 
las partidas que afectan a todos los rubros del balance, es decir, los activos, los pasivos, los patrimonios 
y los resultados. Es un ajuste por inflación que toma determinado indicador; en este caso, en nuestro 
país, de acuerdo con las normas contables adecuadas, tomamos el IPM -Indice de Precios Mayoristas- 
como índice de ajuste. En definitiva, es un ajuste por inflación que se aplica a todos los rubros, 
inclusive, a las cuentas de participación social. 


SEÑOR REYES.- Me quiero referir a una inquietud que está contenida en el cuadro comparativo, 
presentada por el escribano Jorge Machado, en el sentido de que los conceptos contenidos en el 
artículo 78 de alguna manera se reiteran en los artículos 27 y 28. Creo que eso es absolutamente cierto. 


Quizás la intención del proyecto de ley fue dejar establecido en los artículos 27 y 28 -que refiere a los 
deberes y derechos de los socios- que esto está dentro de los derechos de los asociados, y que el 
artículo 78 regulara en forma más expresa y precisa cómo llevar a la práctica ese derecho. Pero 
ciertamente la reiteración de los conceptos puede llegar a confundir. Por lo tanto, me parece pertinente 
la observación del escribano Machado, razón por la cual sugiero la posibilidad más que de suprimir los 
artículos 27 y 28, de fusionarlos en uno solo y dejar simplemente allí consignado el derecho. Al 
respecto, y simplemente a vía de ejemplo, planteo la siguiente posibilidad de texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo interrumpo porque Secretaría me acerca un resumen que hicimos del 
texto aprobado hasta el momento. En realidad, ya eliminamos los artículos 27 y 28, razón por la cual la 
iniciativa del escribano Machado ya ha sido recogida. Inclusive, trasladamos el artículo 26, que hace 
referencia al reembolso de partes sociales, a este Capítulo; todavía no lo incorporamos en un lugar 
determinado. En algún momento deberemos redefinir los números del articulado y asignar un lugar 
adecuado al artículo 26, manteniendo el artículo 78 con el texto que ustedes sugieren. 


SEÑOR REYES.- No recordaba cuál había sido la solución encontrada; creo que puede ser adecuada 
tal cual está planteada. De todos modos, más allá de la reiteración de conceptos, entiendo que sería 
adecuado que el derecho del reembolso en sí mismo en sí mismo quedara contenido, aunque más no sea 
esbozado como tal, en el Capítulo III, relativo a los derechos y obligaciones de los socios. Simplemente, 
a vía de ejemplo -quizás no sea esta la oportunidad para definirlo; entiendo que hay tres o cuatro 
artículos que se van a considerar al final de la discusión general, y posiblemente ese podría ser el 
momento adecuado- señalo que en el artículo 23, que hace referencia a los derechos que tienen los 
asociados, de pronto en uno de los literales habría que incluir que uno de los derechos sea el derecho de 
reembolso al capital social cuando el socio se retira de la cooperativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Eliminando el artículo 26? 


SEÑOR REYES.- No necesariamente. Por lo menos habría que enunciar el derecho, por ejemplo, en el 
artículo 23. Luego, en el artículo 78 quedará reglamentado cómo va a operar ese reembolso. Por lo 
tanto, allí va a cerrar; el derecho estará enunciado en el Capítulo que me parece pertinente que esté, y 
luego en el Capítulo referido al régimen económico se regulará cómo va a operar. En cuanto al 
artículo 26, quizás la alternativa podría ser que el límite que se establece se incorpore como un 
inciso más al artículo 78 o, en todo caso, que en el propio artículo 26, si se deja tal como está, se haga 
una referencia al artículo por el que se regula el reembolso propiamente dicho. Es decir que si se decide 
dejar el artículo 26, necesariamente el límite en él establecido debe hacer una referencia al instituto 
principal, que es el del reembolso. Reitero que quizás no sea este el momento, sino cuando se haga la 
revisión final, de manera de poder armonizar todo de la mejor manera posible. De todas maneras, no 
quería dejar pasar esta oportunidad sin señalar que me parece atinado el planteo del escribano 
Machado. 


SEÑOR BLASINA.- No tengo a la vista los artículos que fueron eliminados, particularmente el 27. De 
acuerdo con lo que establece la Asociación de Escribanos del Uruguay, debe quedar claro que en las 
situaciones previstas en el artículo 27 el reintegro tendrá un tope allí establecido. ¿Se puede entender 
que los topes que menciona la Asociación de Escribanos del Uruguay refieren hasta dónde o hasta qué 
límite podría producirse el reintegro, y no es un tope taxativo, sino variable? 


SEÑOR REYES.- Ciertamente, para conocer en profundidad cuál fue el planteo del escribano 
Machado, habría que consultarlo a él. Entiendo que su intención fue dejar establecido que había una 
reiteración de conceptos en el contenido de los artículos 78 y los artículos 27 y 28. Por otro lado, en la 
solución que se terminó dando a esta cuestión él enfatizaba que debía quedar claro que los topes 
quedaran absolutamente establecidos, en un lugar u otro, es decir, que no se hiciera referencia al 
Estatuto, sino que en el propio cuerpo legal quedara definido a qué tope se estaba refiriendo. 


SEÑOR BLASINA.- En el artículo 27 -que ya no existe-, la Asociación de Escribanos del Uruguay 
decía: "Dicho reintegro en ningún caso podrá ser superior al valor de la tasación de las partes sociales, 


vigente a la fecha del egreso; tasación que se aprobará anualmente en el seno de la Asamblea 
Ordinaria". Parecería ser que ese es el tope al cual se refieren. 


SEÑOR REYES.- ¿Estamos hablando de las observaciones al artículo 27? 
SEÑOR BLASINA.- Sí, al artículo 27. 


Hay una observación de la Asociación de Escribanos al artículo 27, que ahora se eliminó, y como vuelven a 
hacer una referencia en el último párrafo del artículo 78, parecería que se están refiriendo a esta parte que 
acabo de leer. 


SEÑOR BORAGNO.- El tema de los topes puede estar referido al carácter genérico o al carácter 
individual. Creo que el genérico está recogido en el artículo 26, donde se establece que los estatutos 
pueden fijar un tope máximo de devolución de capital por ejercicio. Esto es, cerrado el ejercicio se 
dispone un 5% -como aquí se señala- del patrimonio para devolver en partes sociales a todos los que se 
han borrado o egresado en ese ejercicio o, inclusive, en anteriores. 


En cuanto al carácter individual, cada uno va a retirar hasta donde le corresponda. El artículo 27 decía que 
solo se tiene derecho al reintegro del valor nominal de las partes sociales integradas, "sin perjuicio" -según la 
redacción propuesta por la Auditoría Interna de la Nación- "del reajuste integral que se haya realizado de 
acuerdo a la ley". O sea que ese segundo tope estaría dado por las partes sociales acumuladas que tiene el 
socio, más o menos los resultados acumulados -eventualmente, en la redacción que se da por parte de la 
Comisión Honoraria-, según sea el signo del resultado. Si tengo cien para retirar y hay una pérdida de veinte, 
me corresponde asumir parte de esa pérdida y me devolverán ochenta; si tengo cien y debo sumar veinte por 
ganancias, tendré ciento veinte para retirar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer una pregunta, tratando de darle cierto orden a esto; capaz 
que no es el momento, pero veamos hasta dónde podemos llegar. 


Me parece claro que el artículo 26 lo que establece es un mecanismo para evitar que haya una 
descapitalización de la cooperativa, debido al retiro de una cantidad de socios en forma simultánea. Entonces, 
ahí se establece un mecanismo por el cual se le puede decir: "Usted se va, pero va a ir cobrando anualmente 
el 5% del capital social". Es una especie de cláusula de resguardo. Luego, en el artículo 78 se establece con 
qué mecanismos se van a ajustar las partes sociales a los efectos de que el socio no se vea perjudicado ni 
beneficiado, sino que se corresponda con la evolución de la cooperativa: si le ha ido bien retirará más, y si le 
ha ido mal, retirará menos. Dado que el Capítulo III, relativo a los socios, consagra el derecho al retiro, al 
cual llama reembolso, me gusta la alternativa de que quede establecido en el artículo 26 o en otro -ustedes 
verán- el derecho al reembolso. Es decir, el socio dispondrá del derecho al reembolso de las partes sociales, 
en tanto decida retirarse de la cooperativa. A lo mejor, en el artículo 78 deberíamos dejar determinadas todas 
las condiciones, por ejemplo, que el reembolso será hasta el 5% anual -en caso de así establecerlo- y, a su 
vez, definir el mecanismo de reajuste de las partes sociales, con lo cual me parece que salvaríamos todo el 
asunto. 


SEÑOR REYES.- Dado que va a haber tiempo para encontrar esa solución, quizás hasta pueda 
consultarse al escribano Machado. A decir verdad, tengo una idea de lo que me parece que es su 
intención cuando él refiere al hecho de que el tope máximo es la tasación de las partes sociales 
aprobada en asamblea, que es la observación que recién hacía el señor Diputado Blasina. Pero prefiero 
no aventurarme, por lo que quizás sea preferible preguntar al propio escribano Machado cuál fue su 
intención al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, con respecto al artículo 78 nos manejaríamos con estas 
posibilidades. En todo caso, evaluaríamos y quedaríamos en condiciones de aprobar el artículo 78 con 
esta redacción y, eventualmente, consideraríamos la posibilidad de mantener o no el artículo 26 o 
incorporarlo de alguna manera al artículo 78, dejando establecido solo el derecho en la parte de socios 
e incorporando todos los mecanismos en este artículo. 


SEÑOR BLASINA.- Reafirmo el concepto que se plantea por parte de la Comisión Honoraria en 
cuanto a que el socio que se retira corre con la suerte de los socios que quedan. Me parece que es un 
concepto absolutamente justo; además, no veo otra forma de resolverlo, porque si no se crearían más 
problemas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Conceptualmente estamos de acuerdo; deberíamos definir qué formato 
damos finalmente a esto. 


Propongo seguir adelante con el artículo 79. 
(Diálogos) 


SEÑOR BLASINA.- En principio, lo que señala el señor Presidente me parece lo más correcto: 
establecer el derecho y luego, en el artículo 78, determinar lo que regula ese derecho. Dejamos 
pendiente una consulta con el escribano Machado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Adoptamos el criterio que menciona el señor Diputado Blasina. Ustedes 
hacen la consulta y la semana que viene en la Comisión resolvemos definitivamente el tratamiento que 
daremos a estos dos artículos. 


Pasamos a considerar el artículo 79. 


En discusión. 


SEÑOR REYES.- Respecto al artículo 79, los cambios son muy pocos. En realidad, se procuró mejorar 
la redacción, pero conceptualmente no hay cambios. En todo caso, en el análisis que hacíamos en días 
previos a esta comparencia se detectó en el artículo 79 la carencia de otro elemento de carácter 
patrimonial, que también es repartible. Es decir, el artículo 79 refiere al hecho de que hay 
determinados recursos que son irrepartibles y que constituyen patrimonio propio de la cooperativa y 
no pueden distribuirse entre los socios, y hace referencia concretamente a dos excepciones, que son las 
partes sociales y otros instrumentos de capitalización. En la medida en que los resultados acumulados - 
es decir, aquellos resultados producto de la gestión de la cooperativa- en realidad deben correr la 
misma suerte que las partes sociales y los instrumentos de capitalización, se entiende que también 
deben ser incorporados como una excepción en ese artículo. Esa sería la única cuestión a plantear. No 
sé si el contador Boragno quiere profundizar al respecto. 


SEÑOR BORAGNO.- Si ustedes se remiten al artículo 56, que habla de recursos patrimoniales, allí se 
enumeran siete tipos de recursos, entre ellos están "1) El capital social [...] 5) Los recursos que se 
deriven de los instrumentos de capitalización" y "”7) Los resultados acumulados". 


En el artículo 79 se habla de la irrepartibilidad de otros recursos patrimoniales. Salvo esos tres que mencioné 
-contenidos en los numerales 1), 5) y 7)-, los demás conforman patrimonio propio de la cooperativa y son los 
irrepartibles. En la redacción que se da al artículo 79 falta nombrar como excepción -para considerarlo 
repartible- el ítem relativo a los resultados acumulados. O sea, está el capital social, dado por el concepto 
partes sociales o aportes a capital social; los recursos derivados de los instrumentos de capitalización, y los 
resultados acumulados. Esos tres conceptos o recursos sí son repartibles y ese es el motivo de la precisión 
que hacía el doctor Reyes de incluir esa partida que no estaba considerada en los artículos redactados 
anteriormente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- O sea que el artículo quedaría redactado de la siguiente manera: "Los 
recursos patrimoniales de la cooperativa, a excepción de las partes sociales, de los instrumentos de 
capitalización y de los resultados acumulados (Sección VI del presente Capítulo), constituyen 
patrimonio propio e irrepartible de la cooperativa. No podrán distribuirse entre los socios a ningún 
título ni acrecentarán sus aportes individuales". 


¿Este sería el texto final? 


SEÑOR REYES.- Sí. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 79. 


(Se vota) 


Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión los artículos 80 y 81, que no presentan ninguna modificación. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 82. 


Nos gustaría que nos dieran alguna explicación en virtud de la propuesta de modificación que han 
presentado. 


SEÑOR REYES.- La propuesta consiste en incorporar a la redacción original la posibilidad de que, 
por autorización del órgano de contralor de las cooperativas, se incluya alguna otra situación 
extraordinaria que el órgano entienda debidamente fundada como excepción -reitero- al hecho de que 
el ejercicio es anual. El artículo prevé concretamente los casos de constitución, extinción o fusión de la 
cooperativa, que son situaciones lógicas en las cuales los ejercicios en general son menores a un año, 
pero voy a dar un ejemplo de otra situación extraordinaria que no está contemplada. 


Si una cooperativa de ahorro y crédito es de capitalización, hoy la controla la Auditoría Interna de la Nación, 
pero si es de intermediación financiera, el control lo efectúa el Banco Central del Uruguay. Esta cuestión no 
se está discutiendo en el proyecto de ley general, pero además de los controles del órgano que se designe para 
las cooperativas, también por su actividad cada una de ellas estará controlada por el órgano pertinente. Por 
ejemplo, aquellas que hagan intermediación financiera deberán estar controladas por el Banco Central del 
Uruguay. Si una cooperativa de capitalización se transforma en una cooperativa de intermediación financiera 
es el Banco Central el que determina cuáles son los ejercicios. Por ejemplo -para complicarla un poco-, si la 
cooperativa a su vez califica como administradora de crédito, teniendo en cuenta que el Banco Central 
establece -por un tema de carácter administrativo- que los ejercicios deben ir de setiembre a octubre de un 
año, entonces, si operan esas transformaciones, allí se daría una situación extraordinaria en la que por lo 
menos un ejercicio es más corto, no llega a un año. 


Ese es un ejemplo; hay otros, pero creo que este alcanza como para que el órgano pueda autorizar otras 
situaciones. Básicamente, esa es la razón del cambio. 


SEÑOR BLASINA.- Creo que lo que plantea el doctor Reyes prevé situaciones que se pueden dar, y 


siempre es mejor prever en el texto que luego tener que salir a encontrar una forma de interpretación. 
Pienso que sería mucho mejor incluirlo en la ley que en una eventual reglamentación posterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 82 con la redacción 
de la Comisión Honoraria. 


(Se vota) 


Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 83. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 84. 


Nos gustaría que nos explicaran algunas modificaciones propuestas. 


SEÑOR REYES.- Particularmente, me interesa dejar constancia de que hace muchos años que las 
distintas legislaciones a nivel mundial han ido incorporando la posibilidad de que las cooperativas 
realicen actividades con terceros, es decir, con no socios. Esto ha obedecido, fundamentalmente, a que 
se ha comprobado que en determinadas etapas de las cooperativas les resulta conveniente realizar 
actividades con no socios, con el fin de fortalecer o de dar más servicios a los socios, es decir, hacer más 
sólido y viable el emprendimiento cooperativo. Pero también es cierto que, de alguna manera, como 
aquí se puede decir que está en cuestión el principio del mutualismo, de trabajar solamente con los 
socios, en las diversas legislaciones se han ido recogiendo salvaguardias -si se quiere-, que están 
contenidas acá. Me refiero a las limitaciones en el sentido de que los resultados provenientes de las 
actividades realizadas con terceros no se destinen o no se repartan entre los socios, por cuanto la 
finalidad es precisamente fortalecer a la cooperativa. 


Entonces, a decir verdad, el artículo tal cual está planteado tampoco es muy innovador porque recoge 
básicamente lo que ya está contenido en el derecho positivo vigente, concretamente en la Ley N* 10.761 del 
año 1946. En líneas generales, y como justificación, esa la razón de que las cooperativas tengan la posibilidad 
de realizar operaciones con terceros. Lo que la Comisión Honoraria propone es mejorar la redacción del 
inciso primero del artículo, que había sido tomada de la Ley N* 10.761. 


El contador Boragno va a complementar esta explicación de carácter general. 


SEÑOR BORAGNO.- No tengo mucho más que agregar, salvo que hacer hincapié en que a veces las 
cooperativas tienen necesidad de ampliar la demanda para crecer. Es decir, dados sus costos, tiene 
necesidad de mayores ingresos y a veces es imposible obtenerlos simplemente de su masa social, por lo 
tanto, se habilitan los mecanismos de venta -fundamentalmente- o de préstamos a gente que no es 
socia, y por esa vía se ayuda a mejorar los ingresos de la cooperativa. Obviamente que los excedentes 
de gestión -como dice el artículo- generados por estas operaciones van destinados a un fondo específico 
de capacitación, formación, educación cooperativa y servicios sociales que redundan en beneficio de la 
cooperativa y de sus afiliados. A mi entender, habría que incluir el concepto de fomento entre los 
destinos de esos fondos, previendo actividades promocionales de la cooperativa, tanto en sí misma 
como hacia sus socios o hacia otras modalidades cooperativas. 


El segundo párrafo dice: "Los excedentes de gestión que proporcionalmente deriven de ellas, serán 
destinados a un fondo con destino afectado para educación cooperativa o servicios sociales [...]". Podríamos 
poner también la palabra "fomento", es decir, educación y fomento cooperativos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo la siguiente duda. Hay una sugerencia del escribano Machado que 
plantea excluir aquellos servicios que constituyen el giro de las cooperativas de producción o trabajo. 
La primera impresión que da es que no están incluidos, pero no sé qué opinión tienen ustedes con 
respecto a esto. 


SEÑOR REYES.- Entiendo que lo que ha querido plantear el escribano Machado es que quede 
establecido que el giro propio de una cooperativa de trabajo no constituye una operación con terceros, 
lo cual es cierto. Es decir, en una cooperativa de trabajo el objeto es suministrar trabajo a los 
asociados. El sector de la economía donde operen las cooperativas de trabajo puede ser diverso y, a su 
vez, las operaciones que realizan, es decir, la comercialización de la producción de esa cooperativa de 
trabajo es siempre con terceros, aunque puede ser también con sus propios socios. Quizás el escribano 
Machado haya querido explicitar que precisamente el giro de una cooperativa de trabajo no constituye 


una operación, es decir, que no deben quedar dudas en cuanto a que no hay limitación respecto de la 
comercialización de los productos de una cooperativa de trabajo. Se me ocurre que la intervención del 
escribano es en ese sentido. 


A mi entender, como en el capítulo especial hay una clara relación en cuanto a lo que constituye una 
cooperativa de trabajo, eso quedaría aclarado; creo que cuando lleguemos a ese capítulo va a quedar claro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que lo que propone el doctor Malel, exceptuando las cooperativas de 
consumo también se aclara en la parte donde se analizan las modalidades; está incluida. Por tanto, no 
sería necesario establecer esto aquí. 


Lo que no entiendo es la propuesta de eliminar el literal E). El artículo dice: "No se considerarán operaciones 
realizadas con terceros las que luego se detallan". Al proponerse la eliminación del literal E) pasarían a 
considerarse operaciones con terceros las que se realicen entre cooperativas. 


SEÑOR BORAGNO.- Creo que no corresponde atender esa solicitud de eliminación del literal E) por 
dos razones. En primer lugar, porque ya está concebido en la Ley N” 10.761 o en su decreto 
reglamentario -no recuerdo exactamente- que no son operaciones de terceros las que realicen las 
cooperativas entre sí. En segundo término, si después vamos a abundar en el tema del acto cooperativo, 
me parece que ahí sí se podría complicar si se le excluyen a las cooperativas las operaciones entre sí 
como operaciones entre terceros. Esas son las consideraciones adicionales desde el punto de vista 
jurídico. Además, la práctica lo indica. A veces nosotros estamos realizando en las cooperativas de 
consumo muchas operaciones de importación o compras en plaza en conjunto y, de hecho, después nos 
facturamos unas a otras y resultan ser operaciones válidas concebidas dentro del marco jurídico 
vigente como operaciones entre cooperativas y no entre terceros. 


Por lo tanto, no logro interpretar el porqué de esta sugerencia de eliminación del literal E) 


SEÑOR BLASINA.- Creo que es pertinente la observación que se hace, en el sentido de saber 
expresamente qué es lo que quiere decir el doctor Malel cuando propone la eliminación del literal E). 
No me parece lo más adecuado realizar suposiciones. Es una lástima que él no explicite los porqué 
cuando propone la eliminación. En este caso, creo que lo más adecuado sería hacer la consulta. A mí 
me parece lo más sensato dejarlo como está, pero me gustaría conocer las razones del planteo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo incorporar las sugerencias que hacía el contador Boragno en el 
primer párrafo y encargar al doctor Abisab que efectúe la consulta al doctor Malel, a los efectos de 
aclarar un poco más esta propuesta de eliminar el literal E). Esto es a los efectos de votarlo con 
tranquilidad, una vez que conozcamos los argumentos. Por tanto, lo dejaríamos en suspenso. 


Solicitamos al contador Boragno que nos diga cuál sería la redacción del segundo párrafo. 


SEÑOR BORAGNO.- Dice así: "Los excedentes de gestión que proporcionalmente deriven de ellas, 
serán destinados a un fondo con destino afectado para educación y fomento cooperativos o servicios 
sociales conforme prevé el estatuto o decida la asamblea". 


Se trata de agregar las palabras "y fomento" luego de "educación" y cambiar "cooperativa" por 
"cooperativos". 


Ya que estoy digo que habría que dejar establecido lo que decía el escribano Reyes con respecto a la columna 
de la Asociación de Escribanos del Uruguay y la propuesta del escribano Jorge Machado. Digo esto por que 
no sé cuál será el tratamiento final de la ley. Si queda el cuerpo normativo de ley general por un tiempo y no 
está explicitado que las operaciones de las cooperativas de producción no son ventas entre terceros, puede 
quedar contemplados como venta de terceros. Ese es un riesgo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Bien, lo veremos más adelante. 


(Diálogos) 


Independientemente de que algunos artículos quedan en suspenso, quiero recordar que está 
pendiente de discusión el artículo 72, un artículo complejo -se refiere a los socios colaboradores- que 
deberemos discutir con tranquilidad, y el artículo 78, donde hay que despejar algunas dudas. 


Una vez que terminemos este Capítulo pasaremos a considerar el Capítulo VI, relativo a lo que en el proyecto 
de ley se denomina Consejo Superior del Cooperativismo. Nosotros vamos a proponer que se desglose todo 
el Capítulo, que es el más importante, porque crea este organismo de control. 


Hoy tuve una conversación con el señor Diputado Delgado y me decía que, precisamente, el Partido Nacional 
iba a solicitar tiempo para discutir el tema. Por su parte, la bancada de Gobierno también está procesando una 
discusión respecto a este Capítulo. Por ello estaríamos proponiendo que en la próxima sesión se despejen los 
dos artículos del Capítulo V que quedaron pendientes, se desglose el Capítulo VI, y avanzar en los Capítulos 
VII, VIII y LX, que no presentan mayores complejidades. La discusión final estaría centrada en el Consejo 
Superior del Cooperativismo, organismo de control que refiere a promoción, fomento y demás. 


Si en las dos sesiones que restan antes de que finalice el Período pudiéramos aprobar los Capítulos VII, VHI 
y IX, culminando el Título I de la ley, nos quedaría exclusivamente el Capítulo VI, con el cual reiniciaríamos 
el trabajo en el mes de febrero. De esta manera daríamos tiempo a los Partidos para que vayan tomando 
posición respecto al organismo de control. Este sería el plan de trabajo. Por eso pediríamos a los miembros de 
la Comisión Honoraria que nos aportaran su colaboración cuando consideremos los Capítulos VIL, VII y IX, 
que nos da la impresión son de escasa complejidad. Nos gustaría que nos hicieran llegar algún texto o 
podríamos combinar para que ustedes concurrieran a la Comisión, a fin de cumplir el cronograma planteado. 


Si estamos de acuerdo con el planteo, solo resta agradecer la presencia de los miembros de la Comisión 
Honoraria del Cooperativismo. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


